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El problema central de esta investigación radica en la violación repetitiva del 
derecho de petición en el Departamento administrativo de Seguridad Social y 
Salud del Chocó por parte de los funcionarios, lo que origina que los usuarios 
acudan a la acción de tutela en busca de la protección de su derecho fundamental.  
Se origina en la  necesidad que tienen los investigadores como requisito parcial 
para optar al título de Especialista en Derecho Administrativo en la Universidad 
Libre de Pereira. 
 
La principal teoría es el desconocimiento de los funcionarios de la importancia del 
derecho de petición elevado a derecho fundamental en nuestra Constitución 
Política. 
 
Su objetivo fundamental es realizar un análisis jurídico sobre el comportamiento de 
la Acción de tutela por violación del derecho de petición en el departamento 
administrativo de salud y seguridad social del chocó “DASALUD” en el período 
comprendido entre el 2010 y el 2011, con la finalidad de contribuir con la 
disminución de las acciones de tutela en contra de esta entidad; y su importancia 
radica en que se dan unos elementos teóricos para que sean puestos en práctica 
al interior del Departamento Administrativo de salud del Chocó “DASALUD”, con el 
propósito de minimizar las acciones de tutelas. 
 























1. PLANTEAMIENTO Y FORMULACION DEL PROBLEMA  
 
1.1. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA  
 
La dificultad en el acceso a la información, la falta de interés por parte de los 
funcionarios de la entidad en dar respuestas a los peticionarios y el 
desconocimiento de las consecuencias por parte de quienes tienen la 
responsabilidad de responder las peticiones, trae como consecuencia falta de 
contestación, contestación tardía,  falta de contestación de fondo a los derechos 
de petición, avalanchas de tutelas, congestión de la entidad y falta de credibilidad 
por parte de los usuarios. 
 
1.2.  FORMULACION DEL PROBLEMA  
 
 
¿Por qué razón  se está presentando acción de tutela por violación del derecho de 
petición en el departamento administrativo de salud y seguridad social del chocó 





En el Departamento Administrativo de Salud del Chocó DASALUD, las acciones 
de tutela por violación al derecho de petición las están originando la falta de 




















La acción de tutela es un mecanismo de protección de los derechos 
fundamentales introducida en la Colombia en la Constitución Política de 1991. 
No podemos desconocer que antes de la expedición de la actual Constitución, 
existieron muchas disposiciones que aunque no consagraron de manera directa la 
tutela como existe en nuestros días, aportaron de manera significativa a la 
estructura que hoy conserva este mecanismo. 
 
Resaltamos algunas consagraciones en la Constituciones Políticas de 1811, 1812, 
la Ley 57 de 1887, la Reforma Constitucional de 1968 mediante Acto Legislativo 
01 y complementada por los Decretos 432 y 485 de 1969, entre muchas más, en 
donde se atribuían competencias al Senado de Censura y Protección para que 
velara por la protección de los derechos del pueblo; de igual manera se atribuyó 
facultades a la Corte Suprema para la suspensión de actos de legislaturas de 
Estados que fueran contrarias a la Constitución; se resalta en estas disposiciones 
la reforma de la Ley 53 de 1887 que consagró la prevalencia de la Constitución. 
En un grado mayor de importancia, situamos la Constitución que como norma de 
normas consagra los aspectos fundamentales sobre los cuales habrá de regirse 
nuestro Estado colombiano. 
 
Dentro de la Constitución habrá de mirarse de forma detallada la protección de los 
derechos fundamentales y de manera específica el derecho de petición que es el 
norte de este estudio. 
 
Resulta muy común para las autoridades, desconocer la importancia de la 
protección de este derecho de rango constitucional - fundamental y que a lo largo 
de la historia diferentes Estados como el nuestro ha comprendido la necesidad de 
hacer efectiva la participación de las personas en las decisiones que afectan a la 
comunidad en general y que mejor que hacerlo presentando peticiones 
respetuosas a fin de obtener información acerca del manejo de la cosa pública, en 
el caso de las peticiones en interés general o bien solicitar de las autoridades y/o 
de los particulares información que sólo interesa al peticionario. 
 
Pese a que son las autoridades las llamadas a cumplir con los fines estatales tal 
como lo predica el Título I de nuestra Carta Política y en razón a ello velar por la 
protección de los derechos de todo los habitantes del territorio nacional, las 
violaciones a los derechos fundamentales son cada día más constantes, tal vez 
porque las autoridades encargadas  de ejercer vigilancia sobre las entidades no 
aplican o no lo hacen con la severidad debida las sanciones de tipo penal y 
disciplinaria en contra de aquellos funcionarios que sin justificación alguna omiten 
dar respuestas a las peticiones ante ellos elevadas o que al emitir las respectivas 
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respuestas no deciden sobre el fondo de lo pedido o lo hacen de manera tardía y 
sin satisfacer la petición. 
Bien, en el Departamento Administrativo de Salud del Chocó, no existe un estudio 
que permita identificar las razones por las cuales los funcionarios de esta entidad 
no cumplen con la función de responder de manera responsable los derechos de 
petición; situación que además de dar una mala imagen de la entidad, ocasiona 
congestiones innecesarias en los despachos judiciales, sometiendo a los 
peticionarios a un camino tortuoso por una solución que está en las manos de la 
propia entidad. 
 
Aspiramos una vez identificadas las causas originarias de la violación del derecho 
de petición ponerlas en conocimiento de los funcionarios de DASALUD para 
contribuir en la solución de la problemática. 
 
De otra parte consientes de la profunda complejidad del tema de estudio y la 
necesidad de establecer bases de reflexión en esta investigación y de procurar la 
cohesión de la Y cuya relevancia y utilidad es indudable, se ha propuesto realizar 
este trabajo en el cual se pone en ejecución los conocimientos teóricos y prácticos 
recibidos en la especialización en derecho administrativo que actualmente ofrece 
la universidad Libre en la ciudad de Pereira. Además de ofrecer la satisfacción 
personal no solamente porque es un requisito parcial para optar el título de 
especialista en derecho administrativo y salir avante de la incertidumbre que surge 
ante el problema, sino porque al participar en ella superamos el reto de visualizar 











3.1.  OBJETIVO GENERAL 
 
Realizar un análisis jurídico sobre el comportamiento de la Acción de tutela por 
violación del derecho de petición en el departamento administrativo de salud y 
seguridad social del chocó “DASALUD” en el período comprendido entre el 2010 y 
el 2011, con la finalidad de contribuir en la disminución de las acciones de tutela 
en contra de la entidad. 
 
3.2.  OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
 
• Determinar  la protección del derecho de petición a través de la acción de 
tutela en Colombia. 
 
• Establecer la consagración el derecho de petición en Colombia. 
 
• Examinar la acción de tutela como mecanismo de protección del derecho de 
petición en DASALUD. 
 
• Presentar una propuesta para  minimizar  las  acciones de tutela en contra del 
Departamento Administrativo de Salud y Seguridad Social del Chocó, por 




















4. MARCO REFERENCIA  
 





El ordenamiento legal colombiano ha instituido a través de la Constitución de 1991 
la acción de tutela como mecanismo idóneo, expedito y eficaz, para que quien 
considere que se le está vulnerando su derecho de los llamados fundamentales 
acuda a esta figura en busca de protección de este y a su vez la autoridad judicial 
en un término no superior a  los diez (10) días hábiles resuelva sobre el asunto, 
conminando si a ello hubiere derecho, al tutelado a dar respuesta de fondo, eficaz 





El tratadista JORGE BECERRA PINILLA, en su libro el derecho de petición en 
Colombia en el acápite de generalidades, nos indica que el derecho de petición se 
materializa cuando quien lo interpone logra una  pronta resolución a lo pedido en 
éste, a su vez la Honorable Corte Constitucional en la sentencia 490 de 1998, 
manifiesta que es deber de la administración brindar una pronta resolución a lo 
pedido por el petente pues de lo contrario se estaría transgrediendo uno de los 
pilares sobre los cuales se fundamenta el Estado colombiano, estipulado en el 






EL Decreto 2591 en el artículo 27, dispone que el fallo que conceda la tutela deba 
ser cumplido por la autoridad “sin demora”. 
 
De lo anterior se colige, que el fallo de tutela goza de fuerza vinculante como todo 
fallo judicial y se hace aún más urgente e integral lo ordenado por cuanto su 
cumplimiento se encuentra estipulado en la Constitución, de allí que el sujeto 
pasivo a partir de la notificación del fallo deberá darle cumplimento en el tiempo 
estipulado por el juez para ello. 
 
Ahora, corresponde al juez, realizar lo propio con el fin de lograr un efectivo 
cumplimiento del fallo y mantener la competencia hasta que el derecho esté 
completamente restablecido o desaparezcan las cusas que han originado la 
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acción, so pena de verse inmerso en falta disciplinaria, de allí que si éste es 
negligente en dicha vigilancia, podrá el Consejo Superior de la Judicatura y la 
Procuraduría General de la Nación, asumir de inmediato el asunto. Al respecto la 
Corte Constitucional ha manifestado en diferentes jurisprudencias que el fallo de 
tutela debe ser cumplido de manera inmediata pues de lo contrario ésta institución 




La violación del derecho fundamental de petición no sólo impone por parte de un 
juez la obligación de dar respuesta a lo pedido en esta sino además puede 
acarrear sanciones disciplinarias y consecuencias penales a todo funcionario que 
sin justa razón viole este precepto constitucional.  
 
4.2. MARCO JURÍDICO 
 
La acción de tutela está contenida en el artículo 86 de la Constitución Política de 
Colombia ha sido desarrollada en el artículo 86, Capítulo IV que trata de la 
Protección y Aplicación de los derechos del Título II que trata de los Derechos, las 
Garantías y los Deberes. 
 
 
La acción de tutela fue desarrollada por el Decreto 2591 de 1991, por medio del 
cual se reglamenta la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la 
Constitución Política; por el Decreto 306 de 1992, por medio del cual se desarrolla 
el artículo 86 de la Constitución Política sobre la Acción de Tutela. 
El Decreto 1382 de 2000, por medio del cual se desarrolla el artículo 86 de la 
Constitución Política de Colombia sobre la Acción de Tutela. 
 
El derecho de petición en Colombia, está consagrado en la Constitución Política 
de 1991 en el artículo 23, en Capítulo I de los Derechos Fundamentales, 
correspondiente al Título II de los derechos, las garantías y los deberes y en el 
artículo 74 del Capítulo II de Los Derechos Sociales, Económicos y Culturales del 
mismo título.  
 
El derecho de petición se encuentra desarrollado en el Código Contencioso 
Administrativo – Decreto Ley 01  de 1984  – en el Capítulo II del Derecho de 
Petición en Interés General , Capítulo III del Derecho de Petición en Interés 
Particular, Capítulo IV del Derecho de Petición de Informaciones, Capítulo V del 
Derecho de Petición de Consultas del Título I de la Actuaciones Administrativas. 
Este derecho es también desarrollado por las leyes: 93 de 1993, en el artículo 74 
que trata del derecho de petición de informaciones, 388 de 1997 artículo 4, que 
trata de la participación democrática, 962 de 2005 artículos 10, 14 y 15, que trata 
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de la utilización del correo para el envío de informaciones, 1098 de 2006, artículo 
41 numeral 7, que trata de las obligaciones del Estado y del carácter prevalente de 
las peticiones, 812 de 2003, artículo 17, trata de la obligación de suministrar 
informaciones. 
 
4.3. MARCO JURISPRUDENCIAL 
 
Sentencia T-803 de 2005,  Sentencia T-448 de 2004,  Sentencia T-873 de 2001,  
Sentencia T-498 de 2000,  Sentencia T-170 de 1996, Sentencia T-164 de 1996, 
Sentencia T-138 de 1994, Sentencia T-468 de 1992,  Sentencia T-456 de 1992, 
Sentencia T – 295 de 2007, Sentencia T 504 de 2000, Sentencia T – 459 de 1992, 
Sentencia T -  295 de 2007, Sentencia T – 531 de 1993, Sentencia C – 225 de 
1995, Sentencia T – 327 de 2004, Sentencia T -096 de 1994, Sentencia T 436 de 
2009, Sentencia C - 543 de 1992, Sentencia T- 327 de 1994, Sentencia T- 327 de 
1994, Sentencia T 578 1997, Sentencia T- 006 de 2000, Sentencia C – 818 de 
2011, Sentencia T – 058 de 1997, Sentencia T – 180 de 1998, Sentencia T - 116 
de 1997, Sentencias T – 412 de 1998, Sentencia T-470/02, Sentencia 630 de 
2002, Sentencia T 609 de 2000, Sentencia T 021 de 1998, Sentencia T 246 de 



























5. DISEÑO METODOLÓGICO 
 
5.1.  TIPO DE INVESTIGACIÓN  
 
el presente trabajo está basado en una investigación de tipo explorativa, 
descriptiva y causal, toda vez que en primer término se examinara el estado actual 
de la entidad a la cual se palio esta investigación en lo que tiene que ver con el 
derecho de petición y así establecer cuantas acciones de tutela se han presentado 
entre el 2010 a 2011, por violación al derecho de peticiones, indicando cuantas 
han sido por falta de contestación y cuántas por no contestación de fondo; 
posteriormente se buscaran las causas que están originando tantas tutelas por 
violación a este derecho fundamental. 
 
5.2.  MÉTODO DE INVESTIGACIÓN 
 
El  método a utilizar es el deductivo, porque se parte del análisis del   estado 
actual para así establecer las causas que están originando el problema y luego de 
un análisis exhaustivo se hará una síntesis de todo lo encontrado. 
 
5.3.  TECNICAS DE RECOLECCION DE LA INFORMACION  
 
Se utilizaron  libros, páginas de internet la base de datos creada por la secretaria 
de la oficina jurídica de DASALUD y los archivos donde se encuentra copias de la 
acciones de tutelas presentadas. 
 
5.4.  TÉCNICAS DE ANÁLISIS DE LA INFORMACIÓN  
 
Luego de conocer los motivos de las acciones de tutela por violación al derecho de 
petición, se analizaron  las  causas originarias de la violación de este derecho, 
partiendo de nuestra experiencia como abogadas externas de la entidad.  
 
5.5.  LIMITANTES 
 
La principal limitante en nuestro trabajo es la falta de una verdadera organización 
del archivo de la entidad y la creación de una base de datos donde se encuentren 
relacionadas no sólo las acciones de tutela sino todas las demandas que cursen 







El objeto de este trabajo es realizar un análisis jurídico sobre el comportamiento 
de la Acción de tutela por violación del derecho de petición en el departamento 
administrativo de salud y seguridad social del chocó “DASALUD” en el período 
comprendido entre el 2010 y el 2011, con la finalidad de contribuir en la 
disminución de las acciones de tutela en contra de la entidad. 
 
se realiza un estudio de tipo explorativo, descriptivo y causal, toda vez que en 
primer término se examinará el estado actual de la entidad a la cual se palió esta 
investigación en lo que tiene que ver con el derecho de petición y así establecer 
cuantas acciones de tutela se han presentado entre el 2010 a 2011, por violación 
a estas peticiones presentadas, indicando cuantas han sido por falta de 
contestación, cuántas por no contestación de fondo y posteriormente se buscaran 
las causas que están originando tantas tutelas por violación a este derecho 
fundamental. 
 
Este trabajo monográfico servirá de base para ofrecer estudios que traen tópicos 
relacionados con el tema, además se convertirá en un importante documento de 
consulta para Estudiantes, Docentes, estudiosos, investigadores, funcionarios y 

























7. ANALISIS DE LA PROTECCIÓN DEL DERECHO DE PETICIÓN A TRAVÉS 
DE LA ACCIÓN DE TUTELA EN COLOMBIA. 
 
DE LA ACCIÓN DE TUTELA 
 
7.1. ANTECEDENTES DE LA ACCIÓN DE LA ACCIÓN EN COLOMBIA. 
 
Antes de adentrarnos en los hechos que han dado origen a esta figura en nuestro 
país conviene mencionar su consagración en algunos países de Iberoamérica; así: 
en la mayoría de los países iberoamericanos se le denomina amparo, con 
excepción de Brasil, donde se habla del “mandato de seguranca”, en Chile se le 
denomina “recurso de protección” y en Colombia se habla de “acción de tutela”; se 
le ha llamado amparo para significar juicio constitucional de amparo, es decir, 
garantía judicial, un mecanismo de tutela o protección específica que permita 
salvaguardar los llamados derechos fundamentales en los sistemas de control de 
constitucionalidad  de las leyes y dentro de la concepción genérica de la defensa 
de la Constitución1
Así pues, que la defensa de los derechos reconocidos por la Constitución se hacía 
a través de las leyes y los códigos, toda vez que las acciones constitucionales 
eran inexistentes o inanes
. 
Es en México donde por primera vez aparece consagrado en la Constitución del 
Estado de Yucatán de 1841, a través de la cual se dio facultad al Tribunal Superior 
de  Justicia para “amparar en el goce de sus derechos a los que pidan su 
protección, contra las leyes y decretos de la legislatura que sean contrarias a la 
Constitución”. Según FERRER ha sido la experiencia mexicana la que ha 
inspirado la consagración de esta figura en los demás países de Iberoamérica. 
Ya en el campo nacional es importante resaltar que antes de la expedición de la 
Constitución Política de 1991, el derecho constitucional colombiano era sustantivo 
y orgánico, es decir, coexistía como un conjunto de normas reguladoras del 
funcionamiento del Estado y el ejercicio del poder sin que existiera una verdadera 
interacción  con los derechos, así tampoco existían unos mecanismos de 
judicialización constitucional y menos había una  relación de éste con las personas 
o los ciudadanos; de allí  que sólo fue enseñado y comentado por  los 




                                                          
1 Eduardo Ferrer MAC – GREGOR, Acción de tutela y derecho procesal constitucional, Bogotá, Ediciones Doctrina y Ley, 
2010.  
2 QUINCHE RAMÍREZ, Manuel F, La Acción de Tutela El Amparo en Colombia, 2011. 
y aunque se contara con acción pública de 
inconstitucionalidad y el habeas corpus su eficacia no fue mucha, por cuanto tanto 
los usuarios como las facultades de derecho se dedicaron a ejercer y a enseñar 
las acciones de legales y de códigos dejando a un lado las acciones 
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constitucionales que sí propendían por brindar una protección real y efectiva de los 
derechos fundamentales de las personas. 
 
Nuestro ordenamiento constitucional carecía de un instrumento rápido, sin 
formalismos, fácil de utilizar, suficiente de restablecer el derecho fundamental que 
había sido vulnerado o en peligro inminente de violación, no sólo frente a actos 
escritos sino frente a conductas u omisiones de hechos provenientes de 
autoridades y/o particulares, de allí que uno de los objetivos de la Asamblea 
Nacional Constituyente fue la de superar esta carencia dando paso a la institución 
de la acción de tutela. 
 
No obstante como lo manifiesta el tratadista José Vicente Barrero Rodríguez, es 
necesario remitirnos a algunos antecedentes históricos en nuestro país que si bien 
no consagraban la acción de tutela fueron experiencias que deben ser estudiadas 
para una mejor comprensión de esta figura. Veamos:  
 
a) La Constitución de Cundinamarca de 1811 estableció un Senado de censura y 
protección para que de oficio o a solicitud de cualquier ciudadano sostuviera la 
Constitución y los derechos del pueblo y así evitara usurpaciones o infracciones 
de cualesquiera de los otros poderes: ejecutivo, legislativo y judicial, contrarios al 
tenor de la Constitución (art. 9°);  
 
b) La Constitución de la República de Cundinamarca de 1812 dio al Senado el 
carácter de conservador de la Constitución al igual que la de Cartagena;  
c) A la Corte Suprema de la Nación en 1853 se le atribuyó la facultad para que 
resolviera sobre las ordenanzas municipales contradictorias de la Constitución y 
las Leyes de la República; 
 
d) En el año 1958 le correspondía a la Corte Suprema la suspensión de aquellos 
actos de las legislaturas de los Estados contrarios a la Constitución o las leyes de 
la confederación, con la debida remisión al Senado para que este en última 
instancia decida sobre su validez o nulidad.  
 
e) La Constitución de Rionegro establece que la Corte Suprema podía suspender, 
por unanimidad, por pedido del Procurador General o cualquier ciudadano, la 
ejecución de los actos legislativos  de las asambleas de los Estados, contrarios a 
la Constitución o a las leyes de la Unión y el Senado definía en última instancia. 
f) Entre las funciones asignadas por la Constitución de 1886 a la Corte Suprema 
de Justicia, estaban las de decidir de manera definitiva sobre la inexequibilidad de 
los actos legislativos objetados por el Gobierno como inconstitucionales; 
igualmente decidir conforme a las leyes sobre la validez o nulidad de las 
ordenanzas suspendidas  por el Gobierno o denunciadas ante los Tribunales. 
g) En la Ley 57 de 1887 se ordenó la prevalencia de la disposición constitucional 
ante la legal cuando se presentaran casos de incompatibilidad. 
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h) La anterior disposición fue derogada de manera errónea por la Ley 153 de 
1887, que estableció que toda disposición expresa en la Ley se reputa 
constitucional  y se aplicará de manera preferente aun cuando parezca contraria a 
la Constitución. Pero en caso que no fuere disposición terminante y al contrario 
fuera oscura o deficiente se aplicará en el sentido más conforme a los preceptos 
constitucionales 
 
i) La disposición anterior fue fuertemente criticada y en la reforma de 1910 se 
consagró la prevalencia de la Constitución. 
 
j) La Reforma Constitucional de 1968, Acto Legislativo 01, complementado por los 
Decretos 432 y 485 de 1969, mantuvo en la Sala Plena de la Corte Suprema de 
Justicia la función de control, previo estudio de una Sala Constitucional, la cual 
estaría compuesta por magistrados especialistas en derecho público.  
 
7.2. NATURALEZA DE LA ACCIÓN DE TUTELA 
 
La verdadera intención del constituyente al consagrar la acción de tutela fue 
considerarla como una acción subsidiaria, residual y autónoma tendiente a blindar 
los derechos de las personas contra los actos u omisiones de las autoridades y 
excepcionalmente de los particulares. Igualmente atribuyó a la Corte 
Constitucional la competencia residual para conocer de los fallos de tutela para 
que ésta unifique jurisprudencias bajo los postulados de igualdad y seguridad 
jurídica. 
 
De allí que la naturaleza de esta acción es lo que hace que esta sea lo que es y no 
otra cosa imprimiéndole así un carácter diferente a las demás institutos procesales 
de nuestro país.3
                                                          
3 CORREA HENAO Néstor Raúl, Derecho Procesal de la Acción de Tutela, Tercera edición, 2010. Pág. 30 
 
 
La acción de tutela consagra cinco funciones  a saber:  
 
1. Proteger de manera residual y subsidiaria los derechos fundamentales de las 
personas frente a las acciones u omisiones de las autoridades o particulares que 
puedan violarlos; 
 2. Afianzar y defender, de manera coherente y ordenada la supremacía de la 
Constitución sobre cualquier otra norma jurídica;  
3. Actualizar el derecho legislado, en especial el derecho preconstitucional 
orientado a todos los servidores públicos para que lo interpreten y apliquen a la luz 
del derecho constitucional;  
4. Unificar la interpretación sobre el alcance de los derechos fundamentales.  
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5. Promover una cultura democrática fundada en la protección efectiva de los 
derechos de las personas y en los valores del Estado Social y democrático de 
derecho. 
Concomitante con la consagración de la acción de tutela, se expide su  Decreto 
Reglamentario 2591 de 1991, donde al igual que en el artículo 86 de la Carta 
Política se establece que todos los días y horas son hábiles para que los jueces de 
la República conozcan de las acciones de tutela; también dispuso que esta acción 
procede aún bajo los estados de excepción y que en caso que la medida 
excepcional se refiera a los derechos, la tutela puede ejercerse al menos para 
proteger su contenido esencial, sin perjuicio de las limitaciones autorizadas por la 
Constitución  y lo establecido por la Ley Estatutaria de los Estados de Excepción4
7.3. LA TUTELA ES UNA ACCIÓN 
. 
 
Según el tratadista Correa Henao, la tutela es una acción en sentido formal y 
material. 
En sentido formal, ha sido el constituyente de 1991, que le atribuyó la  
característica de acción, desde su consagración en el artículo 86 de la            
Constitución que la definió como tal. 
En sentido material la acción de tutela “Es el derecho, poder, facultad o 
posibilidad, de carácter abstracto, para provocar el movimiento jurisdiccional del 
Estado, con independencia del resultado de la sentencia”.  Es esa facultad que 
tenemos las personas de acudir ante el aparato jurisdiccional para solicitar el 
amparo de nuestros derechos sin más limitaciones que las que nos impone la 
Constitución y la ley.  
 
7.3.1.  La Tutela no es un Proceso 
 
En este punto se examina sin mayor profundidad el pensamiento afirmativo y 
negativo de diferentes autores sobre si la acción de tutela es o no un proceso, 
veamos: 
Néstor Raúl Correa, en su obra Derecho Procesal de la Acción de Tutela, nos 
enseña las razones por las cuales la acción  de tutela no es un proceso, así: En 
primer lugar no es necesario que haya notificación contra la parte demandada; el 
juez de tutela puede dictar sentencia sin que previamente se haya notificado a la 
parte demandada de la existencia de esta; por esta razón es evidente que al no 
darse ese primera etapa dentro de un proceso no puede hablarse de tal; 
manifiesta el autor que la notificación de la tutela a la contraparte es una 
obligación de medio más no de resultado, porque el juez dictará la sentencia se 
haya o no notificado al demandado. 
                                                          
4 Decreto 2591 de 1991 
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En nuestro criterio significa lo anterior que si en el trámite de la acción de tutela 
por algún motivo fuera imposible la notificación al demandado el juez en el término 
establecido por el Decreto 2591 (10 días) dictará sentencia, a diferencia del 
verdadero proceso que de no llevarse a cabo la notificación no podrá seguirse 
adelante con las demás etapas.  
En segundo lugar, no se traba la Litis entre las dos partes; manifiesta que en la 
tutela no hay contradicción o al menos esta no es su esencia, diferente del 
proceso donde sí existe un diálogo entre las partes, en la tutela existe dicho 
diálogo entre quien la interpone y sus derechos reclamados como violados o en 
peligro de violación, tanto que el juez desde la presentación de la acción puede 
decretar el amparo de los derechos sin que haya la previa notificación a la 
contraparte. El juez al valorar la situación expuesta no se detendrá a determinar 
quién ha sido el autor de la violación, sino al contrario su labor estará orientada a 
determinar si hay que proteger algún derecho.  
 
Tercero, en la acción de tutela no hay demanda, sino petición, no se habla de 
demandado sino de persona contra la que se dirige la acción, como tampoco hay 
sentencia sino fallo. 
 
Cuarto, la Corte Constitucional ha dicho que la tutela no es un proceso, cuando 
manifestó  que en la tutela no se trata de un proceso sino de remedio que necesita 
aplicación urgente; igualmente que con este mecanismo no se trata de trabar una 
Litis ni de llegar a la conclusión de establecer derechos subjetivos o reales5




Quinto, el carácter de informal de la acción de tutela ha sido establecido por el 
constituyente de 1991, significa que en la ejecución de este mecanismo no se 
llevan a cabo las etapas del proceso como la proposición de excepciones, el 
nombramiento de curador ad litem, la recusación, la inepta demanda, entre otros. 
6
Igual posición adopta el tratadista HENRY NORBERTO SANABRIA SANTOS, 
quien después de algunos cuestionamientos llega a la conclusión que existe un 
verdadero proceso en el trámite de la acción de tutela, conforme al desarrollo que 
sobre el particular hace el Decreto 2591 de 1991
, quien afirma que “el proceso constitucional de 
tutela tiene la naturaleza jurídica de proceso por cuanto está  constituida por una 
serie de actos procesales que culminan con una sentencia”. 
 
7
Nuestra percepción es que la acción de tutela es un mecanismo preferente y 
sumario y más del significado de mecanismo o proceso, si bien en su trámite no se 
desarrollan todas las instancia de un proceso, sí se debe acudir a algunos 
. 
                                                          
5 Néstor Raúl Correa Henao, en so obra Derecho Procesal de la acción de Tutela cita las sentencias T. 221 y T 572 de 
1993, proferidas por la Honorable Corte Constitucional.  
6 MONROY, MARCO GERARDO. La prueba en la acción de tutela. La Prueba – homenaje al Maestro Hernando 
DevisEchandía. Universidad Libre, Bogotá, 200, pág. 25 
7 SANABRIA, Henry Norberto. Configuración procesal de la pretensión de tutela. Universidad Externado de Colombia, Tesis 
de Grado No. 5, Bogotá 2000, pág. 25 
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momentos procesales, como la notificación, la contestación por parte del 
accionado, la presentación de pruebas y la posibilidad de impugnar la decisión 
adoptada, haciendo de la acción de tutela un proceso especial. 
 
7.3.2.  La Tutela no Es un Recurso 
 
Significa que esta figura no se utiliza contra una providencia judicial o contra un 
acto administrativo. De igual manera la acción de tutela no se interpone como 
recurso de reposición o apelación para que el funcionario o su superior dentro del 
proceso aclaren, revoque o modifique la decisión inicialmente tomada. 
 
a. ES UNA ACCIÓN JUDICIAL 
 
Ha sido la Constitución Política artículos 113 y 116, la que ha determinado que la  
acción de tutela sólo puede presentarse ante los jueces de la República  
pertenecientes a las Rama Judicial del poder público. 
 
b. ES UNA ACCIÓN CONSTITUCIONAL 
 
CORREA HENAO, nos enseña que la acción de tutela es doblemente 
constitucional por su origen y por su finalidad. 
 
Por su origen, la Constitución la ha consagrado en el “ARTÍULO 86. Toda persona 
tendrá derecho para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante 
un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su 
nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, 
cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la 
omisión de cualquier autoridad pública. La protección consistirá en una orden para 
que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. 
 
El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el  juez 
competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su 
eventual revisión. Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de 
otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo 
transitorio para evitar un perjuicio irremediable. En ningún caso podrán transcurrir  
más de diez días entre la solicitud de la tutela y su resolución. La ley establecerá 
los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados de 
la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el 
interés colectivo, o respecto de quienes el solicitante se halle en estado 
de subordinación o indefensión.” 
 
En cuanto a la finalidad, la tutela protege los derechos consagrados en la 
Constitución y no en la Ley. 
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c. ES UNA ACCIÓN PARA PREVENIR O RESTITUIR Y NO PARA 
INDEMNIZAR 
 
El carácter preventivo de la tutela significa, que esta figura sólo puede ser utilizada 
para evitar que un hecho u omisión amenace vulnerar los derechos fundamentales 
de la persona frente  a la acción o la omisión de un tercero. 
En caso que con la acción u omisión se presente una violación real y efectiva 
contra un derecho fundamental, entonces la acción de tutela adquiere un carácter 
restitutorio8
Nuestra honorable Corte Constitucional en diferentes sentencias ha manifestado 
que la acción de tutela tiene un carácter eminentemente preventivo y restitutorio. 
El carácter indemnizatorio queda reservado para casos excepcionales
. 
9




En la presentación de la acción de tutela se debe hacer pedimentos al juez sobre 
situaciones concretas que ameriten que de manera inmediata éste centre su 
atención en la protección del derecho que se solicita. 
 
e. ES UNA ACCIÓN SUBSIDIARIA 
 
Desde  su consagración en el artículo 86, el constituyente limitó su utilización 
cuando no se disponga de otro mecanismo judicial o cuando disponiendo de éste 
se quiera evitar un perjuicio irremediable.  
La Corte Constitucional en sentencia T – 504 de 2000, frente a la subsidiaridad y 
el carácter residual de la acción de tutela manifestó: 
 
“(…) 
La acción de tutela entonces es subsidiaria, procede sólo cuando los derechos 
que se invocan como vulnerados no puedan ser protegidos por medios judiciales 
ordinarios, que tienen preferencia. Cuando el juez incurre en una vía de hecho, es 
posible corregir el error mediante los recursos establecidos dentro del proceso, la 
                                                          
8Al respecto, ver las sentencias T-803 de 2005, T-448 de 2004, T-873 de 2001, T-498 de 2000, T-170 de 1996, T-164 de 
1996, T-138 de 1994, T-468 de 1992 y T-456 de 1992, entre otras.  
 
9El Decreto 2591 de 1991, en su artículo 25, regula la excepcional hipótesis de indemnización por vía de tutela de la 
siguiente forma : “Cuando el afectado no disponga de otro medio judicial, y la violación del derecho sea manifiesta y 
consecuencia de una acción clara e indiscutiblemente arbitraria, además de lo dispuesto en los dos artículos anteriores, en 
el fallo que conceda la tutela el juez, de oficio, tiene la potestad de ordenar en abstracto la indemnización del daño 
emergente causado si ello fuere necesario para asegurar el goce efectivo del derecho así como el pago de las costas del 
proceso. La liquidación del mismo y de los demás perjuicios se hará ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo o 
ante el juez competente, por el trámite incidental, dentro de los seis meses siguientes, para lo cual el juez que hubiere 
conocido de la tutela remitirá inmediatamente copia de toda la actuación. La condena será contra la entidad de que 
dependa el demandado y solidariamente contra éste, si se considera que ha mediado dolo o culpa grave de su parte, todo 
ellos sin perjuicio de las demás responsabilidades administrativas, civiles o penales en que haya incurrido. Si la tutela fuere 
rechazada o denegada por el juez, éste condenará al solicitante al pago de las costas cuando estimare fundadamente que 




reposición, la apelación y el extraordinario de casación, reservándose la tutela 
para un momento posterior, cuando se han agotado los medios de defensa 
ordinarios, conservándose así su carácter residual. No es posible entonces, 
entablar la acción de tutela como si la jurisdicción constitucional fuera una 
jurisdicción paralela, para proteger derechos fundamentales cuya protección 
también se ha solicitado por otro instrumento procesal idóneo, desplazando al juez 
natural que existe para resolver el asunto en litigio, sobre todo tratándose de una 
interpretación judicial que en sí misma es una facultad del juez de conocimiento, y 
por consiguiente debe ser definido dentro de las instancias y las jerarquías 
establecidas dentro de la jurisdicción ordinaria. 
(…)”10





La Corte Constitucional de manera discrecional puede elegir entre las acciones 
tutelas falladas por los jueces de la República, las que a su juicio merecen algún 
tipo de revisión. 
La revisión hecha por la Corte en nuestro país la hace exótica frente a los demás 
países donde se utiliza. 
 
g. ES UNA ACCIÓN AUTÓNOMA 
 
La acción de tutela subsiste por sí sola, no depende de otro medio judicial, como 
tampoco es necesario que para su utilización deba de manera concomitante 
ejercerse otras acciones judiciales distintas, ordinarias y/o especiales.  
 
7.4. CARACTERÍSTICAS DE LA ACCIÓN DE TUTELA 
 
Se enunciarán algunas características generales que rigen esta acción las cuales 
las hace diferente el resto de las acciones legales en nuestro país. 
7.4.1.  Acceso a la justicia 
 
Este mecanismo de protección brinda la posibilidad para que todas las personas 
del territorio nacional puedan acudir ante el aparato judicial en busca de la 
protección de sus derechos fundamentales, incluso sin la intermediación de un 
profesional del derecho. 
 
En sentencia de tutela la Corte Constitucional ha manifestado que el acceso a la 
justicia debe estar amparado en tres pilares a saber: “i) la posibilidad de acudir y 
                                                          
10 BARRERA CARBONEL, Antonio. Magistrado ponente. 
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plantear el problema ante el juez competente, ii) que el problema planteado sea 
resuelto y iii) que tal decisión se cumpla de manera efectiva.”11
7.4.2.  Informalidad 
 
 
Con el cumplimento de estos tres pilares puede verse satisfecha las pretensiones 
de quien acude en busca de la protección de sus derechos, pues el administrador 
de justicia estaría dando cumplimento a los valores democráticos y a la correcta 
administración de justicia, como también a los principios sobre los cuales se 
cimienta el Estado Social de Derecho.  
 
Su informalidad radica en la simpleza con la que se presenta la tutela; basta con 
enunciar los derechos que han sido violados o en amenaza de violación y una 
narración sencilla de los hechos y ello es motivo suficiente para poner en 
funcionamiento el aparato judicial en busca de la protección de estos – los 
derechos - . 
 
Su informalidad está consagrada en algunos artículos del Decreto 2591 de 1991, 
especialmente en el artículo 14, que manifiesta “la acción podrá ser ejercida, sin 
ninguna formalidad o autenticación, por memorial, telegrama u otro medio de 
comunicación que se manifieste por escrito”. 
Manifiesta MANUEL F. QUINCHE RAMÍREZ, que las exigencias de copias, 
anexos, autenticaciones, por parte de algunos jueces, son violatorias de este 
principio de informalidad.12
La Corte en muchos de sus fallos también se ha referido a la informalidad de la 









Su preferencia radica en que a excepción del habeas corpus, esta acción debe ser 
tramitada por el juez antes que cualquier otro asunto que tenga en su despacho.14
Así también la ley ha establecido su preferencia, cuando por ejemplo en la ley de 
acción de cumplimento
 
15 manifiesta que esta acción es preferente, salvo la tutela; 
así también la ley de acciones populares 16
                                                          
11 Corte Constitucional, Sentencia T – 295 de 2007 
12 QUINCHE RAMÍREZ, Manuel F., La Acción de Tutela El Amparo en Colombia, pág. 27  
13 Corte Constitucional, Sentencia T – 459 de 1992. 
14 Decreto 2591 de 1991, art. 15 
15 Ley 393 de 1997, art. 11 
16 Ley 472 de 1998, artículo 6°. 
 igualmente reconoce su preferencia 




7.4.4.  Eficaz 
 
El fin de la tutela debe ser la protección de los derechos del accionante pues sin 
ello no se estaría cumpliendo con el propósito para el cual fue instituida por el 
constituyente.  
 
El juez en la búsqueda de la protección de los derechos no debe escatimar 
esfuerzos y debe hacer valer todos sus poderes, de allí que puede si a ello hubiere 
lugar, impartir órdenes, darle celeridad al trámite, evitar fallos inhibitorios, impartir 
sanciones por desacato, entre otras. 
7.5. PRESUPUESTOS DE LA ACCIÓN DE TUTELA  
 
Cuando hablamos de los presupuestos de la acción de tutela, nos referimos a 
aquellas condiciones que no pueden faltar para que a través de este mecanismo 
se puedan proteger real y efectivamente los derechos invocados, en otras 
palabras como la manifiesta la Corte “las condiciones de procedibilidad de la 
acción de tutela hacen parte de su núcleo esencial” 17
7.5.1. Que sea un derecho constitucional fundamental  
 
CORREA HENAO, divide los presupuestos de la acción de tutela en dos partes, a 
saber: el régimen común, aquel que vale para todas las tutelas y el régimen de 
excepción que se aplica las tutelas en contra de actos administrativos y en contra 
de sentencias. 
 
Según el régimen común los presupuestos de la acción de tutela son: 
 
 
Significa ello que se esté en presencia de un derecho fundamental consagrado en 
la Constitución Nacional o que hagan parte de los establecidos en el bloque de 
constitucionalidad18
                                                          
17 Corte Constitucional, sentencia C – 531 de 1993 
18 La Corte Constitucional, en la sentencia C- 225 de 1995, introdujo el concepto de bloque de constitucionalidad, y en 
efecto señaló: “El bloque de constitucionalidad está compuesto por aquellas normas y principios que, sin aparecer 
formalmente en el articulado del texto constitucional, son utilizados como parámetros del control de constitucionalidad de las 
leyes, por cuanto han sido normativamente integrados a la Constitución, por diversas vías y por mandato de la propia 
Constitución. Son pues verdaderos principios y reglas de valor constitucional, estos es, son normas situadas en el nivel 
constitucional… El único sentido razonable que se puede conferir a la noción de prevalencia de los tratados de derechos 
humanos y de derecho internacional humanitario es que éstos forman con el resto del texto constitucional un “bloque de 
constitucionalidad”, cuyo respeto se impone a la ley” 
. 
 
Este requisito encuentra sustento constitucional en el artículo 86, cuando el mismo 
consagra que a través de la tutela se protegerán los “derechos constitucionales 
fundamentales”; en el mismo sentido el artículo 1 del Decreto 2591 de 1991, 





Según QUINCHE RAMÍREZ, la expresión “derechos constitucionales 
fundamentales, ha tenido dos interpretaciones: 
 
• Interpretación restrictiva y formalista.  Según esta, el amparo de los derechos 
debe limitarse a que estén señalados de manera explícita en la Constitución y 
que de manera expresa la Constitución les haya atribuido la característica de 
derecho fundamental. En tal sentido sólo debe tenerse como tales  - 
constitucionales fundamentales - , los consagrados en el capítulo I del título II 
de la Constitución, es decir, los comprendidos entre los artículos 11 al 41.19
 
 
• Interpretación funcional, sistemática y finalista. Esta interpretación pretende la 
protección de los derechos que de manera expresa no hayan sido 
denominados como tales en la Constitución, por ejemplo los derechos 
fundamentales a la verdad, justicia y reparación del derecho fundamental de 
acceso al agua reconocido por la Corte o los derechos del niño contenido en el 
artículo 44. 
 
Siendo que esta última tesis plantea una tesis ius fundamental, estamos de 
acuerdo con ella, porque permite tener como derechos fundamentales no sólo los 
enunciados en la Constitución sino en los convenios ratificados por Colombia y en 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
 
7.5.2. Que el derecho sea amenazado o vulnerado 
 
Con la acción de tutela se pretende evitar la amenaza o vulneración de un derecho 
fundamental por la acción u omisión de las autoridades o los particulares. 
La Corte Constitucional, precisó que tanto la vulneración como la amenaza de los 
derechos fundamentales, están comprendidos en el artículo 86 de la Carta20;      
en cuanto a la vulneración manifiesta que lleva implícito el concepto de perjuicio y 
la amenaza resulta ser una violación potencial que se muestra como inminente o 
próxima. Dijo: “vulnera un derecho cuando el bien jurídico que constituye su objeto 
es lesionado y se amenaza un derecho cuando ese mismo bien sin ser destruido, 
es puesto en trance de sufrir mengua”21
                                                          
19 Para el autor “se trata de una postura primitiva, muy propia del Consejo de Estado y la Sala de Casación Laboral de la 
Corte Suprema de Justicia.” 
20 Corte Constitucional, sentencia T – 327 de 2004 








7.5.3. Que no haya otro medio de defensa judicial 
 
El artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, desarrolló la improcedencia de la tutela y 
estableció cinco causales para la improcedencia de ésta, a saber: a) la existencia 
de otro medio de defensa judicial. b) Que proceda el recurso constitucional de 
habeas corpus. c) Que se trate de la protección de los derechos contenidos en el 
artículo 88 de la Constitución, es decir, los derechos o intereses colectivos. d)  
Que se trate de un daño consumado. e) Que se trate de actos que tengan la 
característica de general, impersonal y abstracto.22
La estipulación de este artículo contiene una excepción  a la regla según la cual la 
acción de tutela no puede ser utilizada cuando se dispone de otro medio de 
defensa judicial pues deja abierta la posibilidad que el solicitante instaure la acción 
aun cuando proceda otra acción o recurso judicial en aras de evitar un perjuicio 
irremediable; según la Corte
 
El mismo artículo al referirse al carácter subsidiario de la actuación y al medio 
ordinario de defensa, indica que ésta no procede cuando existan otros recursos o 
medios de defensa judiciales, salvo que esta acción se utilice para evitar un 
perjuicio irremediable. En este caso el juez debe apreciar cada caso en concreto, 
a través del cual examine su eficacia, conforme a la situación en la cual se 
encuentre el solicitante. 
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• Como una instancia más dentro del proceso judicial ordinario 
 al exigir el constituyente el agotamiento de otro 
medio de defensa judicial pretende que la tutela sea utilizada: 
 
• Un medio de defensa que pretenda reemplazar otros medios de defensa 
judicial establecidos en la ley 
• Una acción para revivir términos vencidos 
• Un mecanismo para corregir errores u omisiones.  
 
Según el régimen de excepción las tutelas proceden en contra de actos 
administrativos y en contra de sentencias, veamos: 
7.6. TUTELA CONTRA ACTOS ADMINISTRATIVOS 
 
La regla general es que contra los actos administrativos de carácter definitivo no 
procede la acción de tutela, sólo procede contra actos de trámite y contra actos 
expedidos por los inspectores de policía, al tiempo que es compatible con la 
excepción de inconstitucionalidad. 
Nuestra legislación dispone que la acción a instaurar en contra de los actos 
administrativos es la de nulidad y restablecimiento del derecho, igualmente se 
pueden demandar los asuntos contractuales y electorales, a través de los 
diferentes mecanismos judiciales establecidos para ello. Pero ha sido la Corte 
                                                          
22 Para Manuel Quinche Ramírez, este postulado “no es absoluto, pues obviamente, la acción de tutela también procede en 
contra de esto actos administrativos”. 
23 Sentencia T – 436 de 2009. 
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quien en diferentes sentencias estableció el nexo acción contenciosa – acción de 
tutela, que en términos del tratadista CORREA HENAO, se resumen así: 
 
a. La tutela procede como mecanismo definitivo, si el acto o hecho no es     
posible demandarlo ante la jurisdicción contenciosa. 
b. La procede como mecanismo transitorio, para evitar un perjuicio irremediable, 
si existe acción  contenciosa en la que no cabe interponer la suspensión 
provisional, de que trata el artículo 152 del Código Contenciosos 
Administrativo. 
c. La tutela no procede en principio si hay acción contenciosa que tenga la 
posibilidad de solicitar la suspensión provisional. 
d. La regla anterior tiene una excepción, según jurisprudencia posterior de la 
Corte: la acción contenciosa con suspensión provisional y la tutela pueden ser 
compatibles, cuando se requiera amparar derechos fundamentales, pues, por 
esta misma finalidad, la tutela coexiste y tiene prevalencia sobre la suspensión 
provisional, que maneja en esencia un juicio de legalidad 
e. El tratadista agrega otro presupuesto, al decir que si el acto fuere de “no 
hacer”, la suspensión provisional del contencioso administrativo no debe 
desplazar la tutela, ya que la suspensión de algo negativo no tiene la 
virtualidad de desencadenar el hecho positivo contrario. 
7.7. TUTELA CONTRA PROVIDENCIAS JUDICIALES 
 
En sentencia de constitucionalidad la Corte24
• Que la acción obedezca a la voluntad subjetiva de quien desempeña la autoridad 
judicial. La Corte ha dicho que dado que en sistema jurídico colombiano, la 
determinación subjetiva del juez no produce efectos jurídicos, sino que debe 
obedecer a la objetividad legal para que su acto este totalmente legitimado. Lo 
anterior no quiere decir que el Juez no cuente con la potestad de interpretar las 
 derogó los artículos 11, 12 y 40 del 
Decreto 2591 de 1991, que trataba de la posibilidad de instaurar acciones tutela 
en contra de sentencias judiciales; aunque este principio no fue absoluto porque 
adujo que frente a sentencias que se constituyeran en vías de hecho puede 
instaurarse esta acción.  
De igual manera fijó los requisitos para que procediera la acción, en estos 
términos: 
 
“• Que la conducta del agente carezca de fundamento legal. Dado que la ley es el 
principio de toda actuación que realice cualquier autoridad pública, ésta no puede, 
por ende, extralimitarse en el ejercicio de sus funciones. 
 
                                                          





normas adecuándolas a las circunstancias reales y concretas. Sin embargo, “lo 
que nunca puede hacer es producir efectos jurídicos con base en su voluntad 
particular, ya que sólo la voluntad general determina el deber ser en el seno de la 
comunidad, donde prima el interés general.  
 
• Que tenga como consecuencia la vulneración de los derechos fundamentales, de 
manera grave e inminente. La actitud ilícita del juez debe violar los derechos y el 
orden legal grave e inminentemente, para de esta manera justificar la acción 
inmediata por parte del Estado para que no se produzca el efecto ilícito. La 
inminencia debe entenderse como “la evidente probabilidad de una consecuencia 
negativa e ilícita producida por la actuación judicial.” 
 
• Que no exista otra vía de defensa judicial, o que, existiendo, se interponga la 
acción como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, o que el 
examen particular que realice el juez de tutela verifique que la otra vía, en cuanto 
a su eficacia, no es la más adecuada para la protección inmediata del derecho 
fundamental violado o amenazado. 
 
Ahora bien, en los últimos años se ha venido presentando una evolución de la 
jurisprudencia constitucional acerca de las situaciones que hacen viable la acción 
de tutela contra providencias judiciales. Este desarrollo ha llevado a concluir que 
las sentencias judiciales pueden ser atacadas mediante la acción de tutela por 
causa de otros defectos adicionales, y que, dado que esos nuevos defectos no 
implican que la sentencia sea necesariamente una “violación flagrante y grosera 
de la Constitución”, es más adecuado utilizar el concepto de “causales genéricas 
de procedibilidad de la acción” que el de “vía de hecho.” En la sentencia T-774 de 
2004 (MP. Manuel José Cepeda Espinosa) se describe la evolución presentada de 
la siguiente manera: 
 
“(...) la Sala considera pertinente señalar que el concepto de vía de hecho, en el 
cual se funda la presente acción de tutela, ha evolucionado en la jurisprudencia 
constitucional. La Corte ha decantado los conceptos de capricho y arbitrariedad 
judicial, en los que originalmente se fundaba la noción de vía de hecho.” 
 
La experiencia nos enseña, que en muchos casos los jueces por razones a veces 
subjetivas, por razones de interpretación de la Constitución o de la ley emiten 
fallos o sentencias, que son absolutamente contrarias a los postulados 
constitucionales y/o legales que no permiten la satisfacción de los derechos y 
pretensiones que se reclaman y ante este panorama no es posible pensar que no 
puedan ser objetos de acción de tutela cuando abiertamente atenten contra los 
derechos, de allí que compartimos lo estipulado por la Corte al permitir la 







El proceso de acción de tutela lo integran dos partes a saber: por una parte se 
encuentra el sujeto activo o persona agraviada, afectada o en peligro de serlo en 
sus derechos o quien actúa en nombre de ésta y, por la otra, el sujeto pasivo, o 
entidad pública la autoridad o el particular contra quien se dirige que es quien 
causa daño o amenaza con su conducta activa u omisiva. 
 
Sostiene la jurisprudencia, que en relación con el legítimo contradictor cuando la 
acción de tutela se dirige contra un sujeto distinto, la tutela no está llamada a 
prosperar, pero puede el juez de conocimiento si los términos lo permiten, vincular 
al verdadero sujeto pasivo y brindarle las garantías para que ejerza su derecho a 
la defensa en los términos establecidos en la Constitución y la ley. Sólo así podrá 
otorgarse protección a los derechos solicitados25
8.1. SUJETO ACTIVO 
. 
 
Se dividirán los intervinientes en el proceso de tutela en activos – personas 
naturales, personas jurídicas- los sujetos pasivos y el juez. 
 
La acción de tutela puede ser ejercida por toda persona, según disposición del 
artículo 86 de la Carta Política.  
Conforme a ello podrán presentar acciones de tutela los analfabetos, presos, 
indígenas o menores – en este caso el juez debe atender la acción de tutela aún 
sin mediar apoderado o representante - los colombianos residentes en el exterior, 
quienes pueden hacerlo a través del defensor del pueblo o a través de 
representante legal y los extranjeros residentes en nuestro país.26
8.2. SUJETO PASIVO 
 
Igualmente son titulares de la acción de tutela, las personas jurídicas, en la 
medida en que estas también ejercen derechos fundamentales, entonces por 
interpretación obvia, en la medida que estos derechos resulten amenazados o en 
peligro de estarlo pueden acudir a ésta figura para pedir su protección. 
 
 
JORGE ARENAS SALAZAR, identifica 7 sujetos contra quien recae la acción de 
tutela, veamos: 
 
1. La autoridad pública. 
2.  El representante legal. 
                                                          
25 Sentencia T – 578 de 1997. 
26 BARRETO RODRÍGUEZ, José Vicente. Acción de tutela teoría y práctica. Tercera edición págs. 242 a 257. 
33 
 
3. La autoridad pública y su superior, si el primero actúo en cumplimiento de 
órdenes, autorización o aprobación del segundo. 
4. El representante del órgano y su superior, si el primero actúo en cumplimiento 
de órdenes, autorización o aprobación del segundo. 
5. En caso de no conocerse la identidad de la autoridad pública, la acción se 
dirigirá contra el superior. 
6. El coadyuvante de la persona o la autoridad pública contra quien se ha hecho 
la reclamación 
7. El particular que se encuentra en las siguientes situaciones: a. encargado de 
un servicio público. b. Que esté violando o amenace violar los derechos a la 
intimidad, el honor y la propia imagen, habeas data y sobre la prohibición de la 
esclavitud, servidumbre y trata de seres humanos. c. Que esté actuando en 
servicio de funciones públicas. d. que amenace o viole los derechos 
fundamentales de quien esté en situación de subordinación o indefensión27
 
.   
8.3. EL JUEZ 
 
Es el representante del Estado, pues es la persona encargada de materializar la 
protección de los derechos fundamentales reclamados como violados o 
amenazados, razón por la cual de acuerdo a las reglas de la sana crítica y 
actuando con responsabilidad y de manera independiente, tomará la decisión 
correspondiente. 
 
8.4. EL FALLO 
 
En esta  etapa el juez toma la decisión correspondiente en la cual teniendo en 
cuenta la forma normal de terminación del proceso podrá amparar, proteger los 
derechos fundamentales o no tutelarlos. 
 
8.4.1.  Terminación Anormal de la Acción de Tutela  
 
A manera enunciativa la acción de tutela puede terminar de manera anormal por 
rechazo, desistimiento, muerte del actor y cesación de la violación. 
 
8.4.2. Terminación Normal de la Acción de Tutela 
 
El fallo de tutela no puede ser inhibitorio, la decisión que en ella se adopte debe 
ser de fondo, con la finalidad de lograr el cumplimento del principio de acceso a la 
                                                          
27 ARENAS SALAZAR, Jorge. La tutela, una acción humanitaria. 
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administración de justicia, consagrado en el artículo 229 de la Constitución, y 
dando aplicación a lo normado en el artículo 29 del decreto 2591 de 1991 que 
estatuye que el fallo de tutela no podrá ser inhibitorio. De igual manera la Corte 
agrega: “el juez debe, oficiosamente, utilizar todos los mecanismos legales que le 
permitan remover los obstáculos puramente formales para evitar que el fallo 
resulte inútil, que trate el problema superficialmente o que lo deje sin respuestas”28




El fallo de tutela es de cumplimento inmediato para el sujeto pasivo; en cuanto al 
cumplimento del fallo de tutela el artículo 27 de del Decreto 2591 de 1991, 
dispone: 
 
• La autoridad competente deberá cumplir el fallo sin demora. 
• En caso de no cumplirlo dentro del término concedido, el juez requerirá al 
superior del responsable para que le haga cumplir el fallo y abra el 
correspondiente proceso disciplinario. 
• Si pasado un término igual al concedido para el cumplimento del fallo no se ha 
dado cumplimiento al fallo, el juez abrirá proceso contra el superior. 
• El juez podrá sancionar con desacato al responsable y al superior hasta que 
den cumplimiento al fallo. 
Habla de las sanciones penales en las que se puede incurrir por desacato al 
fallo – fraude al cumplimento de resolución judicial - . Igualmente establece 
que el juez continúa con el conocimiento del caso hasta que se restablezca el 















                                                          




9. BLOQUE DE CONSTITUCIONALIDAD 
 
El bloque de constitucionalidad se constituye en un aporte muy importante de la 
Constitución de 1991, ya que permitió introducir a nuestro sistema jurídico el 
derecho internacional con coherencia entre las normas internas y los compromisos 
internacionales del Estado y garantizar los derechos humanos y el derecho 
Internacional Humanitario; en este orden de ideas la Corte ha venido acomodando 
su jurisprudencia para dar valor a estas normas supranacionales incluidas en la 
Carta. 
 
Es requisito fundamental además que estas normas internacionales no 
transgredan las nacionales y que además sean ratificadas  por el Congreso de la 
República. 
 
En Colombia a través de los artículos de la Constitución Política, que a 
continuación se desarrollan, es como se establecen los parámetros para la 
adopción de las normas internacionales:   
 
a) El artículo 9º, el cual reconoce que las relaciones exteriores del Estado se 
fundamentan en la soberanía nacional, en el respeto por la autodeterminación 
de los pueblos y en el reconocimiento de los principios del derecho 
internacional aceptados por Colombia; 
b) El artículo 93, según el cual “Los tratadosy conveniosinternacionales 
ratificados por el Congreso, que reconocen los derechoshumanos y que 
prohíben su limitación en los estados de excepción,prevalecen en el orden 
interno. Los derechos y deberes consagrados en nuestra Constitución, se 
interpretarán de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos 
humanos ratificados por Colombia.” 
c) El artículo 94, que establece que “La enunciación de los derechos y garantías 
contenidos en la Constitución y en los convenios internacionales vigentes, no 
debe entenderse como negación de otros que, siendo inherentes a la persona 
humana, no figuren expresamente en ellos.” 
d) El artículo 214 que al regular los estados de excepción dice en su numeral 2: 
“No podrán suspenderse los derechos humanos nilas libertades 
fundamentales. En todo caso se respetarán las reglasdel derecho 
Internacional Humanitario.”  
e) El artículo 53 que preceptúa: “Los convenios internacionales del trabajo 
debidamente ratificados hacen parte de la legislación interna”, y 
f)  El artículo 102 que dice en su inciso 2 que “Los límites señalados en la forma 
prevista por esta Constitución, solo podrán modificarse en virtud de tratados 
aprobados por el Congreso, debidamente ratificados por el presidente de la 
República. 
La Constitución Nacional es norma de normas, es decir que es la médula espinal 
de todo el ordenamiento legal en todo el territorio nacional; y a partir de allí se 
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desprende la normatividad en sus diferentes formas creadas por el legislativo y en 
otras por los diferentes entes para procurar un real y efectivo desarrollo de la ley 
en un auténtico estado social de derecho. Sin embargo, la adhesión del estado 
Colombiano a los tratados y convenios internacionales mediante la ratificación, 
obligan a la nación a crear una legislación acorde al querer internacional de los 
pueblos que la suscriben. Es decir, que existiendo un instrumento de ésta 
naturaleza, le corresponde al Estado Colombiano tener en cuenta su plena 
observancia por ser parte integrativa del mismo y se articule  permanentemente a 
tono con el contenido constitucional interno. De ésta manera, no se presentarán 
incongruencias o vacíos entre dichas normatividades, y por asociación toda norma 
de inferior jerarquía deberá consultar al unísono el espíritu constitucional e 
internacional vigente. 
 
La vigencia de un bloque de Constitucionalidad, ha sido la responsable de una 
observancia más responsable, social y humana de los derechos fundamentales en 
nuestro país. Con su conciencia, se han promovido muchas 
demandas declarándose inexequibles muchas disposiciones legales de antaño 
que se pensaron perfectas e inmarchitables en su momento, al igual que por 
su desuso por ambigüedad, falta de perspectiva de género y enfoque diferencial. 
Igual tratamiento, se surten en las sentencias judiciales en los mecanismos para la 
protección de los derechos fundamentales como lo son las acciones de tutela, los 
habeas corpus, las acciones populares y de grupo, etc. donde le corresponde a los 
operadores jurídicos (Jueces y Magistrados de la República) tener en cuenta su 
vigencia para resolver todo conflicto jurídico puesto bajo su lupa. De allí radica la 
importancia de su observancia y conocimiento, puesto que en muchas ocasiones 
permite la aplicabilidad e interpretación de normas vigentes en nuestro 
ordenamiento interno, sea cual fuere la materia, con nuevos matices que 
















10. PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS A TRAVÉS DE LOS 
TRATADOS INTERNACIONALES 
 
No se puede adelantar esta investigación sin antes conocer los diferentes tratados 
y convenios internacionales ratificados por Colombia, a través de los cuales se 
protegen los derechos humanos. Entre estos resaltamos la Declaración Americana 
de 1948 cuya importancia radica en la protección de los derechos y libertades de 
las mujeres y hombres en el continente americano. 
 
Pues bien, en el año 1948, muchos delegados de los diferentes países 
americanos propendían por la aprobación de un texto jurídico en materia de 
derechos humanos, en la modalidad de tratado, pero no hubo consenso frente al 
tema; las diferencias estuvieron muy marcadas. Países  como Brasil y Uruguay, 
propusieron que se suscribiera bajo la modalidad de pacto; Colombia y otros 
Estados proponían la adopción de un documento que no fuera más allá de una 
investigación informativa, y otros países mantuvieron una posición negativa por la 
situación que vivía el hemisferio en este año29
Los derechos protegidos por la Declaración Americana son:el derecho a la vida , la 
libertad yla seguridad de las personas; reconocimiento de la personalidad jurídica; 
el derecho deigualdad ante la ley y a no ser discriminado en el goce de los 
derechos humanosconsagrados; el derecho de libertad religiosa y de culto; el 
derecho a la nacionalidad; elderecho a la libertad de investigación, de opinión y 
expresión; el derecho a la protección de la honra, la reputación personal, la vida 
privada, y a la inviolabilidad del domicilio y lacorrespondencia; a constituir y a 
recibir protección para la familia; el derecho a lapropiedad; el derecho a la 
protección de la maternidad y la infancia; el derecho deresidencia y tránsito; el 
derecho de asilo y el derecho a peticionar a las autoridades;  el derecho a la 
justicia o a la igualdad ante la ley; laprotección contra la detención arbitraria y la 
presunción de inocencia; el derecho alsufragio y a la participación en el gobierno; 
y el derecho de reunión y de asociaciónpacífica; el derecho al trabajo, a una justa 
retribución, al descanso y alaprovechamiento del tiempo libre; y a gozar los 
 
 
El consenso se logró en la Resolución XXX del Acta Final de la Conferencia, a 
través de cual se adoptó la Declaración Americana de Deberes y Derechos del 
Hombre.   
En la IX Conferencia Internacional Americana celebrada en Bogotá, la Carta 
constitutiva de la Organización sufrió muchas modificaciones para alcanzar la 
dimensión de protección de los derechos humanos que hoy protege; entre estas 
reformas, se resalta la Carta de la OEA llevada a cabo en el año 1967. 
 
                                                          
29Salvioli Fabián O., “El aporte de la Declaración Americana de 1948, para la Protección Internacional de los Derechos 






beneficios de la seguridad social ocasionada por causa de desocupación, vejez o 
incapacidad; el derecho a la preservación de la salud y el bienestar social;el 
derecho a la educación; y el derecho  a gozar de los beneficios de la cultura. 
 
Se observa que el derecho de petición ha quedado consagrado en la Declaración, 
aunque a diferencia de la consagración en la Constitución colombiana que de  
igual manera consagra este derecho para que pueda ser ejercido ante las 
organizaciones particulares, en esta sólo se reconoce el derecho a presentar 
peticiones ante las autoridades. 
 
En la Convención Americana sobre Derechos Humanos, Pacto de San José de 
Costa Rica, celebrada en San José Costa Rica, del 7 al 22 de noviembre de 1969, 
se resalta la importancia de la protección de los derechos esenciales del hombre 
no nace en el hecho de ser de un Estado sino que son inherentes a la persona 
humana lo cual hace más evidente su protección a nivel internacional para 
complementar la protección brindada por la legislación interna de cada Estado. 
 
Los Estados partes se comprometen a respetar los derechos y libertades 
reconocidas en esta Convención y deben garantizar el libre y pleno ejercicio de 
todas las personas de su jurisdicción sin que haya discriminación por motivos de 
raza, sexo, religión, idioma, opiniones políticas u otra, por su condición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición social. 
 
En el capítulo II que trata de los Derechos Civiles y Políticos, en el artículo 13 se 
establece el derecho a la Libertad de Pensamiento y Expresión. Este artículo 
comprende la libertad para buscar, recibir, difundir información de forma oral, 
escrita, impresa, artística o por cualquier otro medio. En razón a ello se debe tener 
plena observancia de los derechos y la reputación de los demás; la protección de 

















11.  ANÁLISIS SOBRE EL DERECHO DE PETICIÓN EN COLOMBIA. 
 
DEL DERECHO DE PETICIÓN EN COLOMBIA 
 
11.1.  GENERALIDADES. 
 
El derecho de petición es quizás uno de los derechos más importantes para 
participar de manera directa o indirecta en las decisiones que deban adoptar las 
autoridades o los particulares o para ejercer control ciudadano frente a las que ya 
se hayan tomado. En este orden de ideas, este derecho de rango constitucional 
nos permite además expresar lo que sentimos, por medio de el podemos buscar, 
recibir, y difundir información, de forma escrita, verbal o artística o través de otro 
medio. 
En este acápite se tratarán aspectos generales del derecho de petición en 
Colombia conforme a lo establecido en el Decreto 01 de 1984.30




El derecho de petición aparece, según GUILLERMO JOSÉ CEBALLOS 
MARTÍNEZ31
Aparece como derecho en la edad media y ha sido en Inglaterra donde adquiere 
su mayor desarrollo jurisprudencial. En el artículo 29 de la Carta Magna de 1215
,  sociológicamente e históricamente como medio para negar la 
llamada VIDICTA PRIVADA, cuyo fundamento se orientaba por el concepto que 
“cada cual podía hacer justicia por su propia mano, es decir, ojo por ojo diente por 
diente. La tolerancia al hecho que cualquier persona, al sentirse vulnerada en sus 
derechos pudiera sin que interviniera ninguna autoridad, reclamar sus derechos 
exigiéndolos por su cuenta es un principio de caos y desorden de la sociedad y 
determinaba que el poder público no ejercía actos de autoridad, no tenía la 
facultad de ser garante de un orden jurídico y no hacía efectivo el imperio del 
derecho” 
Se vio la necesidad de crear un régimen jurídico por así llamarlo, para que los 
conflictos fueran conocidos por la autoridad y así obligar al infractor a resarcir los 
daños ocasionados. Debía el gobernado acudir a la autoridad para pedir su 
intervención quien en un principio no estaba obligado a solucionar lo pedido; su 
obligatoriedad surge cuando se instituye como derecho de petición, convirtiéndose 
en una garantía individual en la relación gobernado gobernante. 
32
                                                          
30 Por cuanto el acápite de peticiones comprendido entre los artículos 13 al 33 en la Ley 1437 de 2011 o Nuevo Código 
Contencioso Administrativo fue declarado inexequible, en virtud de la sentencia C – 818 de 2011. 
31 El derecho de petición, Leyer, Bogotá, 2002. 
 
32La Carta Magna tiene su origen en Inglaterra, donde era conocida como Magna Carta Libertatum. Fue un documento 
inglés aceptado por el rey Juan I de Inglaterra, más conocido como Juan sin Tierra (originalmente Sans-
Terre enfrancés,Lackland en inglés) ante el acoso de los problemas sociales y las graves 
40 
 
se reconoce de manera indirecta; posteriormente se plasma de manera directa en  
el Bill of Rights33
La consagración de este derecho en la Constitución actual tiene la misma 
redacción, sólo que el constituyente agregó la reglamentación en cabeza del 
legislador
 de 1969 en el artículo 5, según el cual los súbditos presentaban 
peticiones al rey y su contenido debía estar libre de indecencias y presiones. 
A nivel nacional, podemos decir que desde la Constitución de Cúcuta de 1821 se 
encontraba consagrado este derecho en el artículo 157, el cual rezaba: 
“La libertad que tienen los ciudadanos de reclamar sus derechos ante los 
depositarios de la autoridad pública, con la moderación y el respeto debidos, en 
ningún tiempo será impedida ni limitada…” 
 
En la Constitución de 1886 se consagró en el artículo 45, así: 
 
“Toda persona tiene derecho de presentar peticiones respetuosas a las 
autoridades, sea por motivos de interés general, ya de interés particular, y el de 
obtener pronta resolución” 
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dificultades en la política exterior. Fue elaborada después de tensas y complicadas 
reuniones en 
 para garantizar su ejercicio ante las organizaciones privadas. 
Runnymede. Después de muchas luchas y discusiones, entre los nobles de la 
época, la Carta Magna fue finalmente sancionada por el rey Juan I enLondresel 15 de 
juniode 1215. Los nobles normandos oprimían a los anglosajones y éstos se rebelaron en 
contra de los primeros. 
 
33LaCarta de derechos o Declaración de derechos (en inglés Bill of Rights) es un 
documento redactado en Inglaterra en 1689, que impuso el Parlamento inglés al 
príncipeGuillermo de Orange para poder suceder al rey Jacobo. 
El propósito principal de este texto era recuperar y fortalecer ciertas facultades 
parlamentarias ya desaparecidas o notoriamente mermadas durante el reinado absolutista de 
los Estuardo (Carlos II y Jacobo II). Constituye uno de los precedentes inmediatos de las 
modernas «Declaraciones de Derechos», incluyendo: 
• el preámbulo de la Declaración de Independencia de los Estados Unidos 
(1776), 
• la revolucionaria Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano 
(1789) y 







Las discusiones en la Asamblea Nacional Constituyente estuvieron centradas en 
tres aspectos: 1. La titularidad del derecho, 2.  Lo que significaba la expresión 
“obtener pronta resolución” y 3. Su ejercicio ante organizaciones privadas. 
En el primero el constituyente ABEL RODRÍGUEZ, defendió la posición según la 
cual se permitiera el ejercicio de este derecho de manera individual y colectiva. 
Aunque en el texto actual no se encuentre consagrado, en la práctica podemos 
observar que se puede ejercer de las dos formas.  
En el segundo aspecto, el debate se centró en diferenciarlo del término respuesta, 
toda vez que atendiendo a ésta el peticionado podía no resolver el asunto de 
fondo y así podía estar cumpliendo con lo ordenado en el artículo. 
En el tercer aspecto, el punto de discusión fue la consagración de la frase “para 
garantizar los derechos fundamentales”, pues los opositores consideraron que al 
consagrarlo de esa manera se estaría dejando por fuera el derecho de petición. 
Estando de acuerdo con la posición de los opositores de esta tesis, creemos que 
sí era necesario limitarlo al hecho que los particulares estuvieran obligados a dar 
respuesta a las peticiones cuando se puedan ver afectados los derechos 
fundamentales de una persona sin que ello implique la violación de la privacidad  
que es propia de estas entidades privadas. 
 
11.3.  DEFINICIÓN DE DERECHO DE PETICIÓN. 
 
Petición viene del latín petitio, acción de pedir, solicitar o demandar a alguien que 
haga algo. 
“Petición o derecho de petición es aquel derecho que tiene toda persona 
individual o jurídica, grupo, organización o asociación para solicitar o reclamar 
ante las autoridades competentes -normalmente los gobiernos o entidades 
públicas- por razones de interés público ya sea individual, general o colectivo.”35
"en el derecho colombiano se le da el nombre de ‘petición’ a toda solicitud por 
medio de la cual son formuladas ante las autoridades, manifestaciones, quejas, 
reclamos o demandas".
 
La Corte Constitucional en diferentes sentencias ha definido el derecho de petición 
así:  
36
“El derecho de petición, consagrado en el artículo 23 de la Constitución,  se 
considera básicamente como la facultad  que tienen los ciudadanos de  formular 
solicitudes o de pedir copias de documentos no sujetos a reserva,  a las 
autoridades correspondientes,  y  obtener de estas, una  pronta y completa  
respuesta sobre el particular.”
 
37
Para nosotras el derecho de petición en Colombia, es la facultad que tenemos 
todas las personas naturales o jurídicas de solicitar ante las autoridades o ante los 
   
                                                          
35 WIKIPEDIA, la enciclopedia libre. 
36 Corte Constitucional, sentencia T – 058 de 1997. 
37 Corte Constitucional, sentencia T – 180 de 1998 
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particulares alguna información, explicación, documentación, y a que se sin 
dilación injustificada se nos dé pronta respuesta positiva o negativa de fondo a lo 
pedido. 
 
11.4. TIPOS DE DERECHO DE PETICIÓN 
 
1. Queja: Cuando se pone en conocimiento de las autoridades las conductas o 
comportamientos irregulares cometidos por los empleados públicos o por los 
particulares a quienes se les ha encomendado o adjudicado la prestación de un 
servicio público. 
2. Manifestaciones: cuando se hace saber a las autoridades la opinión acerca de un 
tema  o materia sometida a actuación administrativa. 
3. Reclamos: A través de esta se da a conocer a las autoridades la suspensión 
injustificada o deficiente de un servicio. 
4. Petición de informaciones: a través de esta el peticionario solicita:  
 
• Actuación de las autoridades en un caso concreto; 
• El acceso a documentos públicos; 
• Se expida copia de documentos públicos que reposan en su poder; y  
• De igual manera pueden consultar a las autoridades para que manifiesten su 
parecer frente a temas relacionados con su cargo. 
 
11.5. NATURALEZA Y CARACTERISTICAS DEL DERECHO DE PETICIÓN 
 
La naturaleza y característica del derecho de petición ha sido establecida por el 
constituyente en el artículo 23, que reza: 
“Artículo 23. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las 
autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta 
resolución. El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones 
privadas para garantizar los derechos fundamentales.”. 
Conforme a este artículo el derecho de petición se convierte en un derecho 
fundamental -artículo 23 - y de aplicación inmediata – artículo 85 -, por ser 
inherente a la persona humana y porque a través de este derecho se materializa 
su participación  en la vida económica, política, administrativa y social – cultural de 
la Nación38
                                                          
38 Véase sentencia T - 116 de 1997 emitida por la Corte Constitucional. 
. 
Es una acción que puede ser ejercida: ante las autoridades y ante las 
organizaciones privadas conforme a la reglamentación establecida por el 
legislador la cual no podrá exceder el marco constitucional.  
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Los presupuestos esenciales del derecho de petición consisten, de una parte, en 
la posibilidad de formular peticiones de forma respetuosa bien por motivos de 
carácter general bien por motivos de carácter particular ante las autoridades u 
organizaciones particulares, y, de otra parte a obtener una pronta resolución de la 
misma. Para la corte estos presupuestos son “inescindibles”  es decir, para que se 
materialice este derecho fundamental deben cumplirse los dos, así el derecho se 
concreta cuando se formula petición y se hace efectivo cuando hay una resolución 
pronta y de fondo independientemente si la respuesta es positiva o negativa.39
11.6. PARÁMETROS DEL DERECHO DE PETICIÓN 
 
Este artículo se relaciona con el artículo 2 de la Constitución Política, pues entre 
los fines del Estado está el servir a la comunidad, garantizar la efectividad de los 
derechos y deberes consagrados en la Constitución y conforme a ello debe 
propender por la participación en las decisiones que afectan la vida económica, 
política, administrativa y cultural de la Nación. 
 
 
Para la Corte Constitucional, los parámetros del derecho de petición son: 
“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los 
mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se 
garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a 
la participación política y a la libertad de expresión. 
 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y 
oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la 
autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. Oportunidad 2. Debe 
resolverse de fondo, en forma  clara, precisa y de manera congruente con lo 
solicitado 3. La propuesta debe ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no 
se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho 
constitucional fundamental de petición. 
 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se 
concreta siempre en una respuesta escrita. 
 
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a 
quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones 
privadas cuando la ley así lo determine.  
 
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante 
particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta 
un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición 
                                                          
39 Véase entre otras sentencias T – 412 de 1998  y T-470/02, M.P. Alfredo Beltrán Sierra  de la Corte Constitucional. 
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opera en igual forma  como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el 
derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro 
derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela 
se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho 
fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente. 
 
g). En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que 
tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, 
se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días 
para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí 
dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad 
o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se 
realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término 
será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la 
complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado 
las decisiones de los jueces de instancia que ordena responder dentro del término 
de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro 
de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes. 
 
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación 
de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio 
administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de 
petición.  
 
I) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta 
una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta.”  
 
11.7.  DERECHO DE PETICIÓN EN INTERÉS GENERAL Y PARTICULAR 
 
Es la solicitud que una persona o un grupo de personas presenta a las autoridades 
o a las organizaciones particulares por motivos de interés general y a obtener  
respuesta de fondo y concreta en los términos que establezca la ley. 
En interés particular será presentada por una persona por motivos que sólo 
interesan a ésta. 
11.8.  ALCANCE Y CONTENIDO DE LA RESPUESTA 
 
La respuesta al derecho de petición debe contener una respuesta clara, de fondo, 
oportuna, congruente  y debe ser notificada de forma efectiva al peticionario. Así 
pues, que las respuestas que no resuelvan de fondo, se realicen de manera 
extemporánea, que no haya coincidencia entre lo pedido y lo respondido y que no 
se le notifique legalmente al peticionario, debe ser considerado como una clara 
violación al derecho de petición.  
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Al respecto la Corte manifestó en la sentencia T - 463 de 2011:  
“El derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular 
en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el 
término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea 
de manera favorable o desfavorable a los intereses del peticionario; iii) en forma 
congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole tal contestación al 
solicitante. Si emitida la respuesta por el requerido, falla alguno de los tres 
presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, 
conculcándose el derecho fundamental.” 
11.9. TÉRMINO PARA DAR RESPUESTA A LAS PETICIONES 
 
a. Quince días hábiles siguientes a su presentación para peticiones de interés 
particular o general. 
b. Diez (10) días hábiles, para peticiones o solicitudes de información. 
c. Treinta (30) días hábiles para solicitudes de consulta en relación con la materia a 
cargo de la entidad. 
d. Cinco (5) días hábiles para la solicitud de informes por parte de los congresistas. 
Art. 258 Ley 5 de 1992. 
e.  Diez (10) días hábiles para solicitud de documentos que reposen en las oficinas 
públicas y expedición de copia de los mismos. Art. 258 Ley 5 de 1992.  
f. Cuando no fuere posible resolver o contestar la petición en dicho plazo, se deberá 
informar así al interesado, expresando los motivos de la demora y señalando a la 
vez la fecha en que se resolverá o dará respuesta.  
g. Tres (3) días hábiles, para copias o certificaciones relacionadas con expedientes. 
 
11.10.  LA ACCIÓN DE TUTELA COMO MECANISMO DE PROTECCIÓN DEL 
DERECHO DE PETICIÓN EN DASALUD 
 
Ya se vio la importancia que reviste el derecho de amparo o acción de tutela  en 
nuestro Estado colombiano en la protección real y efectiva de los derechos 
fundamentales, ahora se verá cómo a través de esta acción los habitantes del 
departamento del Chocó, ven protegido el derecho fundamental de petición al 
tiempo que se articula tal protección con algunas jurisprudencias de la Corte 
Constitucional que permite la procedencia de la acción de tutela por violación de 
este derecho. Así: 
En sentencia T -  596 de 2002, se resalta la importancia del derecho de petición 
como mecanismo de participación ciudadana en el funcionamiento de las 
entidades estatales toda vez que permite el ejercicio del poder político y social que 
por mandato constitucional es ejercido por los individuos para con ello lograr el 
cumplimento de uno de los fines del Estado colombiano – la democracia 
participativa.    
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A su vez, en sentencia T – 12 de 1992, señaló: el derecho de petición es 
indispensable para lograr de manera efectiva los fines del Estado, especialmente,” 
el servicio a la comunidad, la prosperidad general, la garantía de los derechos y 
deberes consagrados en la Constitución y la participación de todos en las 
decisiones que nos afectan, así como para asegurar que las autoridades cumplan 
las funciones para las cuales han sido instituidas (artículo 2°  Constitución 
Política).” 
 
Considera el derecho de petición del grupo de los que gozan de aplicación 
inmediata por vía de tutela y la jurisprudencia reconoce como núcleo esencial “la 
resolución pronta y oportuna de la cuestión”, porque no sirve de nada si la 
autoridad no resuelve de manera oportuna la petición o guarda para así la 
respuesta. 
 
Pues bien, el Departamento Administrativo de Salud del Chocó “DASALUD”, es 
una entidad de derecho público y como tal tiene la función de velar por el 
cumplimiento de los fines estatales. 
En cumplimiento de la función administrativa, debe estar al servicio de los 
intereses generales, teniendo en cuenta los principios de igualdad, moralidad, 
eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad. En razón a ello debe 
propender por coordinar sus actuaciones manteniendo en cada una de sus 
actuaciones un control interno.40
                                                          
40 Constitución Política de Colombia, artículo 209. 
 
 
En la actualidad, a través de los diferentes medios de comunicación o a través de 
las entidades estatales u organizaciones privadas, se le ha hecho saber a los 
habitantes del territorio nacional, que uno  de los mecanismos de protección de 
sus derechos fundamentales es la acción de tutela, de allí que es muy común que 
tanto la persona que ha realizado muchos estudios haya oído hablar de ella como 
el iletrado que apenas entiende que a través de ella puede lograr que la autoridad 
y/o los particulares atendiendo la orden del juez de manera inmediata cesen en la 
violación de su derecho o se abstenga de hacerlo.  
 
Uno de esos derechos violados en DASALUD, es el derecho de petición, bien 
porque no se le da respuesta a las peticiones, bien porque no hay contestación de 
fondo o sencillamente se responde de manera tardía; y en el caso más grave, 
además que no se da respuesta pronta y oportuna no se contesta de fondo la 
petición incoada. 
 
En lo corrido de los años 2010 a 2011, se presentaron en contra de DASALUD, el 







Registro de Tutelas DASALUD- CHOCÓ POR VIOLACIÓN AL 
DERECHO DE PETICIÓN Periodo 2010– 2011 
Año No. Tutelas Incremento Anual 
2010 35 42% 
2011 49 58% 
 
Fuente: DASALUD Chocó. 
 
El incremento de las acciones de tutelas podemos decir que se debe a varios 
factores, afirmaríamos que se debe a que cada día las personas tienen un mayor 
conocimiento de la acción de tutela para acudir a las instancias judiciales en busca 
de la protección del derecho de petición y se debe a que cada día la entidad 
incumple con la obligación constitucional de proteger éste derecho. 
La Honorable Corte Constitucional frente a la no contestación de las peticiones ha 
manifestado: 
 
Es obligación de la entidad responder por escrito, de manera oportuna y de fondo, 
las peticiones pues si ello no es así existe una violación de fondo al derecho de 
petición41
De igual manera, estableció la Corte que no era excusa válida que  la entidad  
demore el trámite interno en cuanto a la recolección de datos internos, puesto que 
los mismos reposan en la entidad.
. 
 
Para nosotras esta respuesta también puede ser verbal toda vez que la ley así 
como autoriza a que se puedan presentar peticiones de manera verbal así también 
deberá ser la respuesta.   
42
El objeto esencial del derecho de petición es la certeza de saber que se obtendrá 




                                                          
41 Sentencia 630 de 2002. 
42 Véase sentencia T 609 de 2000.  
43 Sentencia T 021 de 1998. Magistrado Ponente José Gregorio Hernández Galindo.  
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En esta sentencia se cuestiona la actitud de CAJANAL, pues según criterio de la 
Corte se le convirtió en costumbre a esta entidad buscar “fórmulas jurídicas”, para 
no dar respuesta de fondo y oportuna a sus usuarios con la consecuencia de faltar 
al deber constitucional y legal. 
 
Es una falla muy común en las entidades públicas, pues para evitar que las 
personas acudan a las instancias judiciales en procura de lograr la protección de 
su derecho fundamental de petición, elaboran un modelo de respuesta con la que 
según ellas dan respuesta a los peticionarios. 
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En el caso concreto observamos algunas respuestas proyectadas por algunos 
funcionarios de DASALUD, a través de las cuales, por ejemplo cuando los 
peticionarios reclaman el pago de salarios, prestaciones sociales, por mencionar 
algunas, se les responde que deben esperar que se tenga los recursos para 
satisfacer su petición por cuanto la crisis económica de la entidad no permite que 
se satisfaga de inmediato. 
 
Respuestas como éstas no resuelven el fondo de lo pedido toda vez que  el 
peticionario es claro en lo que pide y la entidad le responde de manera evasiva sin 
fijar una fecha cierta en la que habrá de satisfacerle su pretensión. 
 
No desconocemos que en muchos casos las entidades se encuentran sumidas en 
una profunda crisis que no les permite como en el caso de DASALUD, acceder al 
pago, siguiendo con el ejemplo. Pero ello es algo que escapa la esfera de quien 
reclama pues si de una parte la entidad no cuenta con los recursos 
administrativos, caso en que no existe constancia de la deuda en los archivos de 
la entidad, por otra parte están los derechos del trabajador o exfuncionario, de 
recibir de manera pronta los emolumentos adeudados. 
 
Pero bien, volviendo a la sentencia en comento, concluimos diciendo que de igual 
manera hay violación al derecho de petición cuando44
• En atención a las solicitudes presentadas con anterioridad, se le manifiesta al 
interesado que la respuesta a la petición se supedita al turno  en el que se 
encuentran dentro de las demás peticiones.  
: 
   
 
Acerca de las tutelas falladas en contra de las entidades y/o particulares, la 
respuesta que satisface el derecho de petición, no es  aquella  que  es enviada al 
juez informándole que se está en trámite de dar cumplimiento a la tutela sino la 
que resuelve de fondo la petición presentada. 
 
Frente a la contestación tardía al derecho de petición incoado, es necesario 
atender lo normado en el artículo 6° del Código Contencioso Administrativo que 
establece un término de 15 días para dar respuesta, en caso que la entidad no 
pueda dar respuesta  a la solicitud porque requiere de un lapso mayor, deberá 
informar al peticionario antes de cumplirse los 15 días. 
Al respecto las entidades en muchas ocasiones dejan vencer el término de los 15 
días, al cabo de los cuales se le informa al peticionario que la respuesta tardará 
más tiempo en resolverse y se les pide esperar un término igual o mayor. A esta 
práctica no es ajena DASALUD. 
 
                                                          
44 Véanse las sentencias: T 246 de 1997, 388 de 1997, T 068 de 1998. 
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Veamos ahora la violación del derecho de petición por parte de DASALUD, del 
derecho de petición, teniendo en cuenta las tutelas presentadas por no 
contestación y no contestación de fondo de las mismas. 
 
Registro de Tutelas por peticiones no contestadas en DASALUD- 
CHOCÓ Periodo 2010– 2011 




2010 25 38% 
2011 40 62% 
 
Fuente: DASALUD Chocó. 
 
Registro de tutelas por no contestación de fondo: 
 
Registro de Tutelas por peticiones no contestadas de fondo 
DASALUD- CHOCÓ Periodo 2010– 2011 





2010 10 53% 
2011 09 47% 
 
Fuente DASALUD CHOCÓ 
 
Luego de revisar los archivos que reposan en la oficina jurídica de la entidad, se 
pudo establecer que en muchas ocasiones los peticionarios, olvidan anotar el 
lugar donde recibirán las notificaciones. 
 
Al respecto consideramos, que el Código Contencioso Administrativo norma que 
desarrolla con amplitud el derecho fundamental de petición, en al artículo 5° debe 
consagrar como requisito el deber del peticionario de informar el lugar para la 
notificación, que puede ser el lugar de residencia como también la dirección de 
correo electrónico. 
 
En este caso la autoridad no puede excusarse aduciendo que el peticionario no 
indicó lugar para la notificación de la respuesta, debe indicar al peticionario en un 
lugar visible de la administración que ya se ha dado respuesta a la petición y que 
se acerque para efectos de entregarle la respectiva respuesta. 
 
Entre las peticiones más presentadas ante DASALUD, se encuentran las 
referentes al pago de salarios prestaciones sociales; lo cual conlleva a que en 
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muchos casos las respuestas prácticamente sean las mismas, con la 
consecuencia del inicio de muchos procesos de nulidad y restablecimiento del 
derecho; igual pasa cuando la entidad no da respuesta o cuando la respuesta no 
resuelve lo pedido. 
 
Otro factor influyente en la violación al derecho de petición y la recurrencia a la 
acción de tutela por parte de los usuarios la constituye la falta respuesta por parte 
de otras dependencias en asunto inherentes a su cargo; encontramos muchas 
peticiones en las que los abogados de la entidad solicitaban información a otras 
dependencias sin que hubiera respuestas por parte de ellas. 
En otros casos el problema lo constituye la pérdida de la información en las 
dependencias y/o archivo de la entidad. 
Es sorprendente encontrar peticiones sin respuestas cuando solicitan algunos 
exempleados, se les certifique el tiempo de servicio laborado, salarios, 
emolumentos adeudados, viéndose obligados a acudir a la tutela para obtener 
respuesta. 
 
Observamos acciones de tutela por falta de respuestas a solicitudes de expedición 
de bono pensional. 
 
En repetidas oportunidades el interventor de  la entidad ha sido objeto de 
incidentes de desacatos porque pese a existir el fallo de tutela donde se ordena a 
la entidad dar respuesta a la petición incumple con este fallo.  
Otro aspecto observado es la pérdida de las respuestas dadas a los peticionarios 
con la debida nota de recibido, lo que ha conllevado a que se presentan 
demandas en contra de la entidad y no es posible aportar como prueba la 





















12.  CONCLUSIONES 
 
A modo de conclusión se pueda afirmar  
 
• Que en el Departamento Administrativo de Salud y Seguridad Social del 
Choco DASALUD, hace falta una dependencia dentro de la oficina jurídica que 
se encargue de dar respuesta oportuna y de fondo a las peticiones hechas por 
los usuarios a la entidad, para así evitar que se interpongan en contra de 
DASALUD, acciones de tutela por violación al derecho de petición. 
 
• Se hace necesario fortalecer el archivo de la entidad para que la información 
solicitada en las peticiones pueda ser encontrada ya que en ocasiones esto es 
lo que hace que las peticiones no sean contestadas, se contesten fuera de 
tiempo o de manera superficial. 
 
• Que en DASALUD, debe llevarse un control de las peticiones que llegan, a 
que dependencia van dirigidas y a quien corresponde dar respuesta 
 
• Es importante que esta entidad funcione de manera articulada, que cada 
dependencia trabaje pensando en que son una misma entidad y no como si 
cada una fuese una rueda suelta para que al momento en que se necesite una 
información de una dependencia a otra haya el compromiso de darla de 
manera oportuna. 
 
• Se hace fundamental que exista un buen ambiente de trabajo desde el 
director, los directores de cada dependencia y cada uno de los funcionarios 
para que sientan la entidad como propia y se refleje en un buen desempeño 
laboral. 
 
• No existe ningún proceso disciplinario en contra de los funcionarios que violan 
el derecho de petición en DASALUD, de allí que se requiere que a través de la 
oficina de control interno de la entidad se realicen las investigaciones 















• Crear una dependencia en la oficina jurídica para dar respuesta a las 
peticiones a cargo de un abogado. 
 
• Capacitar al personal que recepciona los derechos de petición. 
 
• Organizar el archivo general y por dependencias de DASALUD, para que la 
información sea accesible. 
 
• Que se haga el seguimiento a las peticiones hasta que se dé respuesta 
oportuna y de fondo, para que no se presenten tutelas en contra de la entidad. 
 
• Procurar estar al día en los pagos de los funcionarios para que disminuyan las 
peticiones por pago de emolumentos salariales una vez sea separado del 
cargo.  
 
• Se requiere que haya una especial vigilancia por parte de la oficina de control 
interno de la entidad frente a los hechos violatorios del derecho de petición y 
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